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 La ejecución civil: cómo lograr que se ejecute lo juzgado
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Capítulo I Proceso de ejecución en general






1. Concepto de proceso de ejecución


 El proceso de ejecución es aquél en el que, partiendo de la pretensión del ejecutante, el órgano judicial realiza una conducta física productora de un cambio real en el mundo exterior para acomodarlo a lo establecido en el título que fundamenta la pretensión del ejecutante y la actuación jurisdiccional (Montero Aroca). 


Se trata de un proceso eminentemente escrito, puesto que supone la realización de una serie de actos que se llevan a cabo en momentos distintos, resultando imposible la concentración de todos en una audiencia o acto único. 



Ahora bien, desde la entrada en vigor de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, se atribuye a los Letrados de la Administración de Justicia la competencia procesal para la mayoría de actuaciones del proceso de ejecución. Así, el art. 456.6.a) LOPJ claramente contempla la competencia de los Letrados de la Administración de Justicia en materia de ejecución salvo aquellas competencias que exceptúen las leyes procesales por estar reservadas a Jueces y Magistrados . Como consecuencia de la citada atribución competencial ha sido preciso una profunda modificación del Libro III LEC para tratar de delimitar las competencias reservadas a los Tribunales de las que pueden asumir los Letrados de la Administración de Justicia cuando así lo prevean las leyes procesales. 

La línea de diseño en la nueva configuración legal del proceso de ejecución es que corresponde al Tribunal, en su mandato constitucional de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado , el dictado de la orden general de ejecución, y una vez que el Tribunal ha dictado la pertinente resolución ordenando la ejecución, toda la actividad de ejecución es realizada por el Letrado de la Administración de Justicia, regresando la ejecución al Tribunal, sólo cuando se suscite algún incidente que requiera decisión sobre derechos. La fórmula utilizada en la reforma es la de Letrado de la Administración de Justicia responsable de la ejecución  o encargado de la ejecución . 

En definitiva, la función del Tribunal se ciñe a dictar el auto que contiene la orden general de ejecución y despacho de la misma, y a decidir sobre el eventual incidente de oposición a la ejecución y sobre las tercerías. Las demás cuestiones las tramita y decide el Letrado de la Administración de Justicia, que ejecuta lo ordenado por el Tribunal en la sentencia y determina el sistema de ejecución, quedando limitada la labor del Tribunal a enjuiciar su legalidad por la vía del recurso. 

Entre las diligencias ejecutivas atribuidas al Letrado de la Administración de Justicia destaca la decisión de las medidas ejecutivas concretas para llevar a cabo lo dispuesto por la orden general de ejecución, incluido el embargo de bienes, o medidas de localización y averiguación de bienes (art. 551.3 LEC); requerir al deudor para que manifieste sus bienes, pudiendo incluso imponerle multas coercitivas (art. 589 LEC); dirigirse a autoridades públicas y privadas en busca de bienes para embargar (art. 590 LEC); ordenar el embargo (art. 587.1 LEC) o su mejora, reducción o modificación (arts. 598.3 y 612.2 LEC); admitir las demandas de tercería (art. 598.2 LEC); ordenar medidas de garantía de la traba (arts. 621.2 y 3, 622.2 y 3, 626.2 y 4, 629.1, 631.1 y 2 LEC); proceder a la realización forzosa de los bienes embargados (arts. 634, 635, 640, 641, 650, 670 LEC); acordar el lanzamiento de los inmuebles (art. 675 LEC); y tramitar la ejecución de condenas no dinerarias (art. 700 y ss. LEC) y el procedimiento de liquidación de daños y perjuicios (art. 713 y ss. LEC). 


La ejecución forzosa sólo termina con la completa satisfacción del acreedor ejecutante, lo que se acuerda por decreto del Letrado de la Administración de Justicia, contra el cual podrá interponerse recurso directo de revisión (art. 570 LEC). 



Y por lo que respecta a la ejecución provisional, corresponderá al Letrado de la Administración de Justicia acordar el fin de la oposición cuando no se ofrezcan medidas alternativas o caución (art. 528.3 LEC), suspenderla cuando se consigne la cantidad debida y decidir sobre su continuación (art. 531 LEC), o sobreseerla si se revoca la sentencia ejecutada (art. 533.1 LEC). 

Por último, es consecuencia lógica que, dado que asumen la mayor parte de las funciones del proceso de ejecución, se atribuya también a los Letrados de la Administración de Justicia la decisión acerca de la acumulación de las ejecuciones (art. 555 LEC). 

Para poder acudir al proceso de ejecución, es decir, para poder ejercitar la acción ejecutiva, es requisito imprescindible disponer de un título que, por establecerlo así la ley, tenga aparejada ejecución. Se pueden clasificar en: 


	
• Títulos judiciales o asimilados. 

	
• Títulos contractuales. 










2. Títulos ejecutivos judiciales o asimilados


 En ellos se comprende todo tipo de prestaciones: de hacer, de no hacer y de dar cosa específica, genérica o dinero. 

La oposición que puede formular el ejecutado frente a estos títulos está muy limitada. Son los que se exponen a continuación. 

Sentencia de condena firme

La sentencia ha de ser de condena, es decir, no se despacha ejecución de las sentencias exclusivamente declarativas ni de las constitutivas. 

En cuanto a las sentencias constitutivas firmes: 


	
• Pueden permitir inscripciones y modificaciones en Registros públicos, sin necesidad de despachar ejecución, mediante su certificación y, en su caso, el mandamiento judicial oportuno. 

	
• Si contienen también pronunciamientos de condena, éstos se ejecutan siguiendo el proceso de ejecución. 

	
• Deben ser acatadas por todas las personas y autoridades, especialmente las encargadas de Registro públicos, ateniéndose al estado o situación jurídica que surja de ellas, salvo que existan obstáculos derivados del propio Registro conforme a su legislación específica (arts. 18 LH 1946 y 100 RH 1947). 

	
• Quienes hayan sido parte en el proceso o acrediten interés directo y legítimo pueden pedir al tribunal las actuaciones necesarias para la eficacia de las sentencias constitutivas y para vencer resistencias a lo que dispongan.  



Además, ha de ser firme, es decir, que contra ella no quepan recursos ordinarios o extraordinarios. Contra sentencias definitivas no firmes sólo cabe ejecución provisional. 

Supuesto especial: sentencia firme de condena dictada en procesos promovidos por asociaciones de consumidores o usuarios. 

Si la sentencia se refería a una pretensión de condena dineraria, de hacer, no hacer o dar cosa específica o genérica, puede no haber establecido la determinación individual de los beneficiarios, sino sólo las características y requisitos para poder exigir el pago y, en su caso, instar la ejecución, y entonces el título ejecutivo es realmente el testimonio del auto que dicte el tribunal, a instancia de uno o más de los consumidores y usuarios y con audiencia del condenado, reconociéndoles la condición de beneficiarios (art. 221 LEC). 


La acción ejecutiva caduca dentro de los 5 años siguientes a la firmeza de la sentencia si no se interpone la correspondiente demanda ejecutiva. 



Laudo o resolución arbitral

Es un título asimilado a los judiciales y en su ejecución sólo existen las especialidades derivadas de la esencia del laudo, debiéndose distinguir en este punto entre: 


	
• Los procedimientos de ejecución forzosa de laudos que se encontraran pendientes el 26 de marzo de 2004 (fecha de la entrada en vigor de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje), que se seguirán sustanciando por lo dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje (Disposición transitoria única.3 Ley de Arbitraje de 2003; y arts. 46.2, 52 y 53 Ley de Arbitraje de 1988): 
	
— El laudo deberá ser firme, es decir, que contra él ya no quepa el recurso de anulación, por haber transcurrido el plazo de 10 días. 

	
— Si se interpone recurso de anulación contra el laudo y es estimado, no hay ejecución y si es desestimado, se ejecuta el laudo. 





	
• Las demandas ejecutivas presentadas a partir del 26 de marzo de 2004, que se sustancian por lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje (arts. 44 y 45 Ley de Arbitraje de 2003): 
	
— El laudo es ejecutable aun cuando contra él se haya ejercitado acción de anulación. 

	
— No obstante, en ese caso el ejecutado podrá solicitar al tribunal competente la suspensión de la ejecución, siempre que ofrezca caución por el valor de la condena más los daños y perjuicios que pudieren derivarse de la demora en la ejecución del laudo. 

	
— La caución podrá constituirse en: 
	
-  En dinero efectivo. 

	
-  Mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca. 

	
-  Por cualquier otro medio que, a juicio del tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la cantidad de que se trate. 





	
— Presentada la solicitud de suspensión, el tribunal, tras oír al ejecutante, resolverá sobre la caución, sin que contra esta resolución quepa recurso alguno. 







Según la Exposición de Motivos de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre "opta por atribuir fuerza ejecutiva al laudo aunque sea objeto de impugnación" puesto que "ningún sentido tendría que la ejecutividad del laudo dependiera de su firmeza en un ordenamiento que permite ampliamente la ejecución provisional de sentencias. La ejecutividad del laudo no firme se ve matizada por la facultad del ejecutado de obtener la suspensión de la ejecución mediante la prestación de caución para responder de lo debido, más las costas y los daños y perjuicios derivados de la demora en la ejecución. Se trata de una regulación que trata de ponderar los intereses de ejecutante y ejecutado." 


La acción ejecutiva caduca dentro de los 5 años siguientes a la firmeza del laudo si no se interpone la correspondiente demanda ejecutiva. 



Acuerdos de mediación

La Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles reconoce un título de ejecución, consistente en el acuerdo de mediación, que deberá haber sido elevado a escritura pública y, además, ha de acompañarse de copia de las actas de la sesión constitutiva y final del procedimiento (art. 25 Ley 5/2012, de 6 de julio).

Ahora bien, cuando el acuerdo se ha alcanzado en una mediación desarrollada después de iniciar un proceso judicial, las partes han de solicitar del tribunal su homologación (art. 25.4 Ley 5/2012, de 6 de julio). La idea es que, en este caso, no se precisa otorgar escritura pública para su ejecución posterior; pues es el órgano judicial el que imprime tal carácter. Luego, se exige escritura pública para ejecutar el acuerdo alcanzado sin previo procedimiento judicial, y homologación del acuerdo alcanzado (sin escritura) con previo procedimiento judicial abierto y suspendido para acudir a mediación.

La regla competencial para la ejecución de los acuerdos de mediación también es distinta; en el primer caso corresponde al Juzgado del lugar donde se ha firmado el acuerdo; en el segundo, la ejecución se instará ante el tribunal que homologó el acuerdo alcanzado (art. 26 L 5/2012, de 6 de julio y art. 545.2 LEC).

Resoluciones judiciales que aprueben u homologuen transacciones judiciales y acuerdos conseguidos en el proceso

Se trata de los autos que homologuen: 


	
• La transacción judicial (art. 1816 CCiv y art. 19.2 LEC). 

	
• El acuerdo entre las partes logrado en la audiencia previa del juicio ordinario (art. 415 LEC). 



Estas resoluciones pueden ir acompañadas, si fuera necesario para constancia de su concreto contenido, de los correspondientes testimonios de las actuaciones. 


La acción ejecutiva caduca dentro de los 5 años siguientes a la firmeza de la resolución judicial si no se interpone la correspondiente demanda ejecutiva. 



Auto que establezca la cuantía máxima reclamable por indemnización

Se trata del Auto que establece la cuantía indemnizatoria máxima reclamable, dictado en caso de rebeldía del acusado o de sentencia absolutoria o sobreseimiento en procesos penales incoados por hechos cubiertos por el seguro obligatorio de responsabilidad civil derivada del uso y circulación de vehículos de motor (art. 13 RDLeg. 8/2004). 

Cuando la indemnización corra a cargo del Consorcio de Compensación de Seguros el proceso de ejecución tiene las siguientes particularidades: 


	
• Para que sea admitida la demanda ejecutiva debe acreditarse fehacientemente que el Consorcio fue requerido judicial o extrajudicialmente de pago y que desde el mismo ha transcurrido el plazo de 3 meses (art. 20.b) RDLeg. 7/2004). 

	
• Todo requerimiento judicial o extrajudicial se hará al Consorcio en sus Servicios Centrales o en las delegaciones regionales, y aquél dispone del plazo de 10 días. 

	
• No es necesaria reclamación en vía gubernativa (art. 21 RDLeg. 7/2004). 



Demás resoluciones procesales y documentos que lleven aparejada ejecución por disposición legal

Pueden incluirse aquí, entre otras, las siguientes resoluciones: 


	
• El decreto que aprueba la tasación de costas (art. 246 LEC). 

	
• El acta en la que se fija la indemnización al demandado por incomparecencia del demandante en el juicio verbal (art. 442.1 LEC). 

	
• Los decretos en la cuenta jurada (arts. 29, 34 y 35 LEC). 

	
• El decreto que fija la indemnización a los testigos (art. 375 LEC). 



Títulos ejecutivos extranjeros

Para que las sentencias firmes y demás títulos ejecutivos extranjeros puedan ejecutarse en España se estará a lo dispuesto en los Tratados internacionales y en las disposiciones legales sobre cooperación jurídica internacional. 

En todo caso, la ejecución se lleva a cabo en España de acuerdo con lo establecido en la LEC, salvo que en los Tratados internacionales vigentes en España se disponga otra cosa [arts. 22.e) LOPJ y 46 Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje; Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil]. 







3. Títulos contractuales con fuerza ejecutiva


 Son actos jurídicos que se documentan con garantías y por ello la ley les atribuye fuerza ejecutiva. 

Sólo tienen esta fuerza ejecutiva los que documenten obligaciones dinerarias que consistan en una cantidad determinada que exceda de 300 euros: 


	
•  En dinero efectivo. 

	
•  En moneda extranjera convertible, siempre que la obligación de pago en la misma esté autorizada o permitida legalmente. 

	
•  En cosa o especie computable en dinero.  




Esta cuantía puede alcanzarse mediante la suma de varios títulos ejecutivos. 



Escritura pública

Es el instrumento público notarial que contiene declaraciones de voluntad, actos jurídicos que impliquen prestación de consentimiento, los contratos y los negocios jurídicos de todas clases (arts. 17.1, párrafo 2.º Ley de 28 de mayo 1862, Orgánica del Notariado; 144 RN 1944). 

A tenor del art. 517.2.4.º LEC es título ejecutivo la escritura pública, con tal que sea primera copia; o si es segunda que esté dada en virtud de mandamiento judicial y con citación de la persona a quien deba perjudicar, o de su causante, o que se expida con la conformidad de todas las partes. 

No obstante el dictado literal del citado precepto, el art. 17.1, párrafo 4.º de la Ley de 28 de mayo 1862, Orgánica del Notariado, según la redacción dada al mismo por el art. 6 de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, dispone desde el 1 de diciembre de 2006, que "es primera copia el traslado de la escritura matriz que tiene derecho a obtener por primera vez cada uno de los otorgantes. A los efectos del artículo 517.2.4.º de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento civil, se considerará título ejecutivo aquella copia que el interesado solicite que se expida con tal carácter", introduciendo una norma de indudable carácter procesal con la que, por lo tanto, debe integrarse el art. 517.2.4.º LEC, puesto que la ya citada Ley 36/2006, de 29 de noviembre, tiene carácter ordinario y, por lo tanto, es del mismo rango que la Ley de Enjuiciamiento Civil, y puede modificar y completar esta norma procesal, lo que el Reglamento viene a completar en su art. 233, matizando que "en la copia de toda escritura que contenga obligaciones exigibles en juicio, deberá hacerse constar si se expide o no con eficacia ejecutiva y, en su caso, y de tener este carácter, que con anterioridad no se le ha expedido copia con eficacia ejecutiva", exigiendo así que quien pretenda la expedición de la copia de la escritura pública precise la finalidad que persigue con la misma. (AAP Castellón, Secc. 3.ª, de 1 de febrero de 2008, rec. 538/2007). 

[Expedida una copia con eficacia ejecutiva, sólo podrá obtener nueva copia con tal eficacia el mismo interesado con sujeción a lo dispuesto en el art. 517.2.4.º LEC, es decir, acudiendo a un proceso judicial para obtener mandato judicial que permita al Notario la expedición de una segunda copia con la mención de que la misma goza de eficacia ejecutiva. ]


Para la obtención de copia ordenada judicialmente el acreedor debe presentar un escrito en el Juzgado de Primera Instancia del territorio donde radique el protocolo, sin necesidad de abogado ni de procurador, expresando el documento de que se trate, la razón de pedir la copia y el protocolo donde se encuentra. 

El juez da traslado al deudor (o al fiscal, si se ignora su paradero), y con o sin impugnación resuelve por auto, expidiendo en su caso mandamiento al Notario (art. 235 RN 1944). 

TÉNGASE EN CUENTA: El AAP Castellón, Secc. 1.ª, de 21 de enero de 2008, rec. 242/2007, admite a trámite demanda de ejecución hipotecaria basada en primera copia de escritura expedida sin mención de su carácter ejecutivo con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, y del Real Decreto 45/2007, por el que se modifica el art. 233 RN 1944, pero interpuesta con posterioridad a dicho momento. 


Pólizas de contratos mercantiles

Dispone el art. 517.2.5.º LEC que son títulos ejecutivos las pólizas de contratos mercantiles firmadas por las partes y por corredor de comercio colegiado que las intervenga (actualmente los notarios y los corredores de comercio han quedado integrados en un Cuerpo único de Notarios —Disposición adicional 24.ª Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social-), con tal que se acompañe certificación en la que dicho corredor acredite la conformidad de la póliza con los asientos de su libro registro y la fecha de éstos. 

El artículo citado ha sufrido también modificación en virtud del art. 17.1, párrafos 6.º y 7.º de la Ley de 28 de mayo 1862, Orgánica del Notariado, según la redacción dada al mismo por el art. 6 de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, que dispone desde el 1 de diciembre de 2006, que:

"El Notario conservará en su Libro-Registro o en su protocolo ordinario el original de la póliza, en los términos que reglamentariamente se disponga. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 517.2.5.º de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento civil, se considerará título ejecutivo el testimonio expedido por el Notario del original de la póliza debidamente conservada en su Libro-Registro o la copia autorizada de la misma, acompañada de la certificación a que se refiere el artículo 572.2 de la citada Ley".


La citada modificación de la legislación notarial en cuanto al sistema de conservación de la póliza, que incide sustancialmente en la consideración de cuál es el título ejecutivo cuando se trata de una póliza, ha justificado la Instrucción de 29 de noviembre de 2006, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, relativa a la conservación de la póliza y a la expedición de copia autorizada o de testimonio de la misma a efectos ejecutivos, conforme a la cual, si el original de la póliza se ha conservado en el protocolo, el Notario a efectos de su ejecución, expedirá copia autorizada de la misma, en los términos previstos en la legislación notarial (arts. 221 a 249 RN 1944), y si el original de la póliza se hubiera conservado en el Libro Registro, expedirá testimonio de la misma con finalidad ejecutiva, haciéndolo constar en la póliza mediante nota (art. 250 RN 1944); sin perjuicio de que pueda expedirse copia autorizada o testimonio de la póliza con efectos no ejecutivos, extendiendo también nota de ello en la póliza, o traslados de la póliza incorporada al Protocolo o al Libro Registro de Operaciones con solos efectos informativos, de conformidad con lo previsto para las copias simples (art. 5 Instrucción). 

En palabras de la citada Instrucción del Centro Directivo, la esencia del nuevo sistema, que sustituye en su integridad al anterior, consiste en una profunda modernización del régimen de la póliza. Así, sin modificar el ámbito y concepto de póliza intervenida, se varía su «ley de circulación», y la póliza sólo podrá circular, por tanto, mediante su correspondiente traslado del original archivado. 

[La póliza original se concibe como documento único sin que sea posible confeccionar varios originales, sin perjuicio del sistema de póliza desdoblada que no desvirtúa el concepto de documento único. Este sistema posibilita la intervención por dos o más Notarios de la misma póliza, refiriéndose dicho sistema a la intervención del mismo supuesto negocial, salvo cuando alguno de ellos actúe en sustitución de otro. ]


La póliza se conserva en poder del Notario, imponiéndole una obligación nueva, la custodia de la póliza de la que deviene responsable. Así resulta de modo nítido, pues el art. 17.1, párrafo sexto de la Ley de 28 de mayo 1862, Orgánica del Notariado, según su nueva redacción utiliza la expresión «el original de la póliza». 

El archivo de la póliza podrá efectuarse, a elección del Notario, en su protocolo ordinario o en el Libro Registro de Operaciones específicamente concebido al respecto. En consecuencia, intervenida la póliza por el notario la misma no puede extraerse de su despacho. 

Desaparece, por tanto, el sistema de fotocopias en hojas indubitadas, ya que ahora lo que el Notario está obligado a conservar es el «original de la póliza». 

El título ejecutivo previsto en el art. 517.2.5.º LEC, no es ya el original que cada parte conservaba acompañado de la certificación de conformidad de dicho original con los asientos del Libro Registro, sino que tal título ejecutivo es «el testimonio expedido por el Notario del original de la póliza debidamente conservada en su Libro Registro o la copia autorizada de la misma», contenida en su protocolo.  

ATENCIÓN: Desaparece, por tanto, la certificación a que se refiere el art. 517.2.5.º LEC, pues es un contrasentido, en sí mismo, que expidiendo el Notario copia autorizada o testimonio del único original, además deba expedir certificación de que esa copia o testimonio coincide con el original.


La función y sentido de la certificación prevista en el art. 517.2.5.º LEC queda embebida en la copia autorizada o en el testimonio, entre otras razones, por el valor que a los mismos le atribuye la legislación notarial. 

Cuando se trate de copias autorizadas de pólizas expedidas al efecto de su ejecución, además de las menciones previstas en la Ley, se hará constar al pie que las mismas coinciden exactamente con el original, entendiéndose así cumplido el requisito de conformidad de la póliza a que hace referencia el art. 517.2.5.º LEC (art. 241 RN 1944). 

Se mantiene, no obstante, el sistema de certificación de saldo por el Notario, siempre que así se hubiese convenido en la póliza, a que se refiere el art. 572.2, completado por el art. 573 LEC —antiguo art. 1435.3.º de la vieja LECiv 1881—. 

Véase AAP Barcelona, Secc. 1.ª, de 12 de mayo de 2009, rec. 140/2009, o AAP Sevilla, Secc. 8.ª, de 11 de febrero de 2009, rec. 554/2009, y AAP Sevilla, 18 de febrero de 2009, rec. 825/2009. 

Obligaciones y cupones vencidos

Se hace referencia a dos títulos ejecutivos: 


	
• El título valor, que ha de: 
	
— Estar legítimamente emitido (arts. 401 y ss. LSC 1/2010). 

	
— Ser al portador o nominativo. 

	
— Confrontar y ser conforme con el libro talonario (art. 49 CCom). 





	
• El cupón del título anterior que confronte y sea conforme con el título valor y a su vez éste con el libro talonario. 



ATENCIÓN: La protesta de falsedad del título formulada en el acto de la confrontación no impedirá, si ésta resulta conforme, que se despache ejecución. No obstante, posteriormente el deudor puede presentar oposición a la ejecución alegando falsedad de título. 


Valores negociables

Los certificados no caducados expedidos por las entidades encargadas de los registros contables respecto de los valores representados mediante anotaciones en cuenta o por las entidades responsables de la administración de la inscripción y registro respecto de los valores representados mediante sistemas basados en tecnología de registros distribuidos a los que se refiere la Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mercados de Valores y de los Servicios de Inversión (vid. arts. 5 a 15 LMV): 


	
• Debe acompañarse copia de la escritura pública de representación de los valores o, en su caso, de la emisión, cuando tal escritura sea necesaria conforme a la legislación vigente. 

	
• Instada y despachada ejecución, no caducan los citados certificados. 



Otros documentos que lleven aparejada ejecución por disposición legal

 

Pueden incluirse aquí, entre otros, los siguientes documentos: 


	
• El testimonio del acta que ponga fin al acto de conciliación junto con el del decreto del Letrado de la Administración de Justicia o del auto del Juez de Paz haciendo constar la avenencia de las partes en el acto de conciliación (art. 147.1 LJV).

	
• Hasta la derogación —con fecha 1 de enero de 2016— de la Ley 57/1968, de 27 de julio, sobre percibo de cantidades anticipadas en la construcción y venta de viviendas, por la disposición derogatoria tercera de la Ley 38/1999, de Ordenación de la Edificación, que introdujo la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras, el aval o la póliza de seguro de caución en la compra de viviendas.Desde el 1 de enero de 2016, la percepción de cantidades a cuenta del precio durante la construcción de viviendas se regula en la disposición adicional primera de la Ley 38/1999 de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, reformada por Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras, que no establece ya el carácter ejecutivo del aval o de la póliza de seguro de caución, que determinaba anteriormente el derogado art. 3 de la Ley 57/1968, de 27 de julio. 












Capítulo II Proceso de ejecución provisional






1. Sentencias ejecutables provisionalmente 


 
La ejecución provisional es la ejecución de una sentencia definitiva, pero no firme, pronunciada sobre el fondo del asunto, pero que está condicionada a que la sentencia recurrida y ejecutada no sea revocada por la que dicte el tribunal que resuelve el recurso. 



En definitiva, viene a establecer un régimen de privilegio que permite a la parte plena o parcialmente vencedora en la instancia, poder anticipar los efectos de su pronunciamiento definitivo no firme y recurrido, con mayor privilegio si cabe al no tener siquiera que gravar su opción con la previa prestación de caución (SAP Guipúzcoa de 14 de mayo de 2007, Rec. 3132/2007).

Regla general


Todas las sentencias de condena pueden ejecutarse provisionalmente. 



Conforme establece la exposición de motivos de la LEC, lo que se pretende con esta regla general es la efectividad de las sentencias de primera instancia, y que no sean en principio inefectivas, en las que casi siempre gravite, neutralizando lo resuelto, una apelación y una segunda instancia como acontecimientos que se dan por sentados. 

Tiene carácter preferente la ejecución provisional de sentencias en las que se tutelen derechos fundamentales (art. 524.5 LEC). 

Excepciones

No son ejecutables provisionalmente: 


	
• Sentencias meramente declarativas ni las constitutivas (art. 521 LEC). 

	
• Sentencias dictadas en procesos sobre: 
	
— Paternidad, maternidad o filiación. 

	
— Nulidad de matrimonio, separación y divorcio. 

	
— Capacidad. 

	
— Estado civil. 

	
— Oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores, así como sobre las medidas relativas a la restitución o retorno de menores en los supuestos de sustracción internacional.

	
— Derechos honoríficos. 





	
  En estos procesos suelen acumularse dos tipos de pretensiones, la relativa a la declaración o constitución de uno de esos estados y la de condena atinente a obligaciones y relaciones patrimoniales relacionadas con la anterior, que da lugar a pronunciamientos de condena y patrimoniales y que sí son ejecutables provisionalmente. 

	
• Sentencias que condenen a emitir una declaración de voluntad (cfr.: art. 708.1 LEC: debe ser firme). Por ejemplo, en principio no sería ejecutable provisionalmente una sentencia que condene al otorgamiento de escritura pública de una compraventa. Así se desprende de la STS de 14 de noviembre de 2002, Rec. 1793/2001, dictada en un proceso por error judicial, que no obstante, como recuerda la STS de 25 de noviembre de 2004, Rec. 17/2003, no constituye jurisprudencia, por no haberse dictado en recurso de casación.

	
• Sentencias que declaren la nulidad o caducidad de títulos de propiedad industrial, hasta que adquieran firmeza. Tal previsión, que podría ser innecesaria, pues en realidad se trata de sentencias declarativas, tiene su fundamento en los art. 51.1 y 52.1 LM 17/2001, que se refieren ambos a que el registro de la marca podrá declararse nulo y ser objeto de cancelación mediante "sentencia firme". 

	
• Sentencias extranjeras no firmes, salvo que expresamente se disponga lo contrario en los Tratados internacionales vigentes en España. 

	
• Pronunciamientos de carácter indemnizatorio de las sentencias que declaren la vulneración de los derechos al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen (art. 525.3 LEC adicionado por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre). 



Supuestos particulares

Resolución que declara disuelto el régimen legal de gananciales 

No es posible la ejecución provisional, ya que la resolución que declara disuelto el régimen económico matrimonial debe ser firme, para que cualquiera de los cónyuges solicite su liquidación (art. 810.1 LEC). 

Condena en costas 

Aunque existen opiniones divergentes (RAMOS MÉNDEZ), que defienden la posible ejecución provisional sobre las costas, por tratarse de un pronunciamiento dinerario de condena, la doctrina mayoritaria (MAGRO SERVET, MONTERO AROCA) es que no es posible la ejecución provisional por las siguientes razones: 


	
• Para ejecutar las costas es preciso que la resolución en que se hubiera impuesto sea firme (art. 242.3 LEC). Aunque no se establece como barrera para la ejecutividad provisional que la condena pecuniaria sea líquida, el caso es que la condena en costas no sólo no es líquida, sino que su cauce de liquidación se conforma por un procedimiento especial de tasa Letrado de la Administración de Justicia l que puede suscitar un juicio cognoscitivo incidental, por lo que el título ejecutivo —sentencia— no da paso a trámite liquidatorio en ejecución. 



	
• Esta condena en costas, dice el art. 242.1 LEC, puede pedirse que se exaccione por el procedimiento de apremio "luego que sea firme, previa su tasación", por lo que puede entenderse que no procede sin firmeza, no sólo exaccionar, sino tampoco tasar. 

	
• Si el Juzgado que ha dictado la sentencia definitiva, conforme al art. 462 LEC, una vez apelada la sentencia, carece de otra competencia que la relativa a la ejecución provisional, parece ilógico que, si se tasaran provisionalmente costas, la tuviera para los procedimientos del art. 246 LEC, uno de los cuales —por indebidos— es un procedimiento contradictorio que, a su vez, terminará en decreto del Letrado de la Administración de Justicia contra el que cabe recurso directo de revisión ante el Tribunal.  



TÉNGASE EN CUENTA: En la doctrina de apelación se mantiene este criterio mayoritario a favor de entender que no es posible la ejecución provisional (AAP Asturias de 16 de octubre de 2003, Rec. 522/2002, AAP Madrid de 20 de julio de 2004, Rec. 206/2003, AAP Córdoba de 27 de septiembre de 2004, Rec. 280/2004, AAP Guipúzcoa de 1 de febrero de 2005, Rec. 1267/2004 y 8 de noviembre de 2005, Rec. 2334/2000). En sentido contrario, bajo vigencia de la antigua LECiv 1881, se admitía la ejecución provisional de las costas en la SAP Vizcaya, Secc. 5.ª, de 24 de enero de 2001, Rec. 39/2000.


Pensión alimenticia o compensatoria por desequilibrio económico 

Es posible la ejecución provisional al tratarse de una resolución de condena subsumible en el art. 524.2 LEC, además de estar expresamente reconocida esta posibilidad en el art. 525.1.1.ª LEC. 

Medidas sobre vivienda y custodia de hijos en sentencia no firme de nulidad, separación o divorcio 

Es posible la ejecución provisional pues, a pesar de lo establecido en el art. 525.1.1.ª LEC, prevalece el art. 774.5 LEC en relación con el art. 774.4 LEC, que se refiere a la fijación de medidas en relación a los hijos y vivienda familiar. 

El art. 525.1.1.ª LEC se refiere a que no son provisionalmente ejecutables en lo concerniente a la declaración de nulidad, separación o divorcio del matrimonio. La custodia de los hijos no es una cuestión de carácter patrimonial, pero necesariamente ha de ser resuelta; y tanto si se acordó como medida provisional, como si se fija en la sentencia del pleito principal, prevalece lo dicho en ésta mientras no se deje sin efecto por una resolución posterior (art. 773.5 LEC). Es decir, las medidas provisionales se sustituyen por las de la sentencia definitiva —recaída en el procedimiento principal— aunque ésta no sea firme 

[Lo que no es posible es reclamar las cuotas comunitarias al cónyuge e hijos usuarios de la la vivienda familiar de acuerdo a lo establecido en la sentencia de separación, puesto que la reclamación de los gastos de la comunidad debe hacerse al propietario real del inmueble, pese a que la sentencia de separación haya otorgado el uso a uno de los cónyuges e hijos. Si los cónyuges llegaron a acuerdos internos, les afectará a ellos, pero no a la comunidad de propietarios. ]


Sentencias que dispongan o permitan la inscripción o la cancelación de asientos en registros públicos 

Nunca son provisionalmente ejecutables. Para que se lleve a efecto lo acordado, no sólo es preciso que la sentencia sea firme, sino además que hayan transcurrido los plazos legales para ejercitar la acción de rescisión de la sentencia dictada en rebeldía (arts. 496 y ss. LEC). 

Mientras esto se produce, no se lleva a cabo esa inscripción, sino sólo una anotación preventiva de la sentencia (art. 524.4 LEC; arts. 42 y ss. LH 1946 y art. 139 y ss. RH 1947). 

Resoluciones judiciales distintas de las sentencias 

Aunque la regulación de la LEC se refiere a sentencias (cfr.: arts. 524, 525, 526, 535 LEC, ...), es perfectamente posible la ejecución de resoluciones judiciales distintas de las sentencias, entendiendo la referencia a estas últimas en sentido amplio, y ello no únicamente por una interpretación teleológica de la norma (art. 3.1 CCiv), sino atendiendo a la propia redacción del Título II: "De la ejecución provisional de resoluciones judiciales". Entre las resoluciones judiciales ejecutables provisionalmente el auto de allanamiento parcial del art. 21.2 LEC, y el auto de liquidación de frutos o intereses del art. 716 LEC.


En cuanto a los laudos arbitrales, son ejecutables aun cuando se haya interpuesto frente a los mismos recurso de anulación (art. 45 LA 60/2003).










2. Competencia y legitimación en el proceso de ejecución provisional


 Competencia

Corresponde al tribunal competente para conocer de la primera instancia, tanto si la sentencia a ejecutar provisionalmente es la de la primera instancia, como si es la que resuelve el recurso de apelación (arts. 524.2 y 535.2 LEC). 

Legitimación


Corresponde a quien haya obtenido un pronunciamiento a su favor en sentencia de condena dictada en primera o en segunda instancia (arts. 526 y 535.1 LEC). 



En este punto cabe preguntarse ¿puede solicitar la ejecución provisional de sentencia un consumidor o usuario sin haber sido parte en el proceso promovido por una asociación de consumidores o usuarios, a fin de que se dicte el auto de reconocimiento de extensión de efectos? La respuesta a esta cuestión debe ser negativa. Los afectados se pueden personar en cualquier momento del procedimiento anterior al fallo de la sentencia. Pero acontecido éste, para obtener la condición de beneficiarios, es necesario que la sentencia adquiera firmeza (AAAP Madrid de 7 de julio de 2004, Rec. 226/2004 y 19 de septiembre de 2005, Rec. 403/2005.

Las partes disponen en la ejecución provisional de los mismos derechos y facultades procesales que en la ejecución ordinaria, conforme al art. 524.3 LEC. De ahí que algunas resoluciones entiendan que en la ejecución provisional también es posible formular oposición, además de por los específicos motivos del art. 528 LEC, por los motivos de oposición sustantivos fundados en el art. 556 —en el presente recogidos de "lege data" en el art. 528.4 LEC—, o procesales en el art. 559 (AAP Madrid de 24 de diciembre de 2002, Rec. 319/2002). 

En todo caso, parece que en la ejecución provisional podrán invocarse las causas de oposición de los arts. 562 y 563 LEC.

Esta equiparación entre la ejecución provisional y definitiva lleva a entender al AAP Almería de 26 de febrero de 2007, Rec. 223/2006, que es también aplicable a la ejecución provisonal el plazo de espera del art. 548 LEC, y por ello, cuando el ejecutado provisionalmente, consigna o hace pago de las cantidades objeto de la ejecución provisional dentro de los veinte días siguientes a contar desde que conoció del despacho de la ejecución contra él, no debe hacer pago de las costas causadas por el despacho de la ejecución. En el mismo sentido, SSAP Barcelona de 21 de marzo de 2005, Rec. 215/2004, 29 de enero de 2008, Rec. 637/2007 ó 16 de abril de 2008, Rec. 924/2007, SAP Jaén, Secc. 1.ª, de 31 de marzo de 2008, Rec. 99/2008, SAP Vizcaya de 25 de mayo de 2007, Rec. 66/2007, SAP León de 18 de noviembre de 2004, Rec. 436/2003.



Opinión divergente se mantiene en el AAP Cuenca de 13 de marzo de 2008, Rec. 47/2007 o AAP Lleida de 8 de noviembre de 2004, Rec. 327/2004, argumentando este último que "el motivo por el que a la ejecución provisional no le es de aplicación aquél plazo de espera (que se concede al demandado para que cumpla voluntariamente la sentencia) radica en que la ejecución provisional es consecuencia de la preparación [interposición] del oportuno recurso en el que se pone de manifiesto la disconformidad con el fallo cuya revocación se solicita y, por ende, el no cumplimiento voluntario de la resolución".







3. Solicitud y despacho de ejecución provisional. Costas


 Solicitud

La ejecución provisional se solicita mediante demanda o simple solicitud (art. 524.1 LEC). 

Contenido 

Es el mismo que el establecido para la demanda de ejecución definitiva (art. 549 LEC). 

Momento inicial para presentarla en primera instancia (art. 527 LEC)

Puede pedirse en cualquier momento desde:


	
• La notificación de la resolución en que se tenga por interpuesto el recurso de apelación.

	
• El traslado a la parte apelante del escrito del apelado adhiriéndose al recurso.



Puede ocurrir que la petición se formule:


	
• Antes de la remisión de las actuaciones al tribunal que deba conocer de la apelación: el Letrado de la Administración de Justicia expide testimonio de lo que sea necesario para la ejecución provisional. 

	
• Después de la remisión de las actuaciones al tribunal que deba conocer de la apelación: el solicitante de la ejecución debe obtener de éste testimonio de lo necesario para la ejecución provisional y acompañarlo a la demanda ejecutiva. 



Momento inicial para presentarla en segunda instancia (art. 527 LEC) 

Puede solicitarse en cualquier momento desde la notificación de la resolución que tenga por interpuesto el recurso por infracción procesal o de casación. 

En cuanto a la posibilidad de ejecución provisional pendiente recurso de queja por denegación de la interposición de casación, la cuestión no tiene solución legislativa. El art. 535.2 LEC señala que la ejecución provisional se solicitará una vez notificada la resolución teniendo por interpuesto el recurso de casación y siempre antes de que haya recaído sentencia en estos recursos sin prever que sucede en aquellos casos en los cuales no se ha admitido la interposición del mismo y se acude al recurso de queja.  


	
• Una opción sería esperar a que se resolviese la queja. En este caso, se podría acudir a la ejecución provisional si se admite aquélla, ordenando la interposición, o solicitar la ejecución definitiva una vez denegada la queja y devenida firme la resolución impugnada.

	
• Otra opción sería entender —con las dudas que el silencio legislativo plantea— que es posible solicitar la ejecución provisional estando pendiente recurso de queja, porque pendiente el recurso de queja la resolución no es firme, y el requisito imprescindible de la ejecución provisional es que nos encontremos ante sentencias no firmes, ya sea porque se ha iniciado el trámite casacional, ya sea porque se está discutiendo la viabilidad de éste. Para ello se debería plantear la demanda ejecutiva en los términos de los arts. 535 y ss. LEC acompañando la certificación de la sentencia y testimonios correspondientes, así como copia del escrito de presentación de la queja.  





Junto con la demanda ejecutiva se presenta ante el tribunal competente —el que conoció del proceso en primera instancia— certificación de la sentencia que se pretenda ejecutar y testimonio de los particulares necesarios. Estos se obtienen: 


	
• Del tribunal que haya dictado la sentencia de apelación: si no ha remitido aún las actuaciones. 

	
• Del tribunal competente para conocer del recurso de infracción procesal o del de casación: si se han remitido ya las actuaciones. 



Momento final para presentar la petición (art. 527 LEC)

La ejecución provisional se podrá solicitar hasta que se dicte sentencia en el recurso: 


	
• De apelación: si se solicita ejecución provisional de sentencia dictada en primera instancia. 

	
• De infracción procesal o de casación: si se solicita ejecución provisional de sentencia dictada en segunda instancia (art. 535.2 LEC). 




No es necesario prestar caución suficiente para responder de lo que perciba el ejecutante, de los daños y perjuicios y de las costas ocasionadas a la otra parte (art. 526 LEC). 



Según la exposición de motivos de la LEC, esto se fundamenta en que, si se exige caución, la ejecución forzosa sólo puede pedirse por quien dispone de efectivo o de crédito, con lo que en la mayoría de los casos no se pediría ejecución provisional, demorando así la satisfacción del acreedor y favoreciendo que el deudor se coloque en situación de insolvencia. 

No exigiendo caución existe el peligro de que el ejecutante provisional haya cobrado y después haya pasado a ser insolvente, pero para el caso de revocación de lo provisionalmente ejecutado, la Ley no remite a un proceso declarativo para la compensación económica sino al procedimiento de apremio. 

Despacho de la ejecución provisional

El tribunal dicta auto (arts. 527.3 y 4, y 535.1 LEC): 


	
• Denegando la ejecución si se trata de una sentencia: 
	
— No ejecutable provisionalmente. 

	
— Que no contenga pronunciamiento de condena a favor del solicitante. 



Aunque no se diga expresamente, la falta de algún presupuesto procesal advertida por el Tribunal (por ejemplo, falta de competencia), también avocará a que se deniegue la ejecución. Por el contrario, si se observase algún defecto procesal subsanable, podrá ser subsanado vía art. 231 LEC —téngase en cuenta las SSTC 107/2005 de 9 de mayo y 79/2006, de 13 de marzo—, y despacharse ejecución.

 Por lo tanto, el Juez solo podrá denegar ex officio la ejecución provisional cuando se trate de sentencia comprendida en el art. 525 LEC o que no contuviere pronunciamiento de condena a favor del ejecutante. En cualquier otro supuesto, es obligado despachar ejecución, aunque el Tribunal observe claramente, desde el primer momento, que la ejecución provisional no procederá —por problemática— especialmente cuando se trate de condenas no dinerarias cuya restitución a la situación anterior en caso de ejecución provisional y posterior revocación en apelación, se presenta a priori como de extrema dificultad

De manera que cualquier otro argumento que se oponga a esa ejecución queda reservado al ámbito del derecho dispositivo del ejecutado, y sometido al principio de rogación, en virtud del cual, y haciendo uso de las facultades que le reconoce el art. 528 LEC, puede él oponerse a la ejecución provisional una vez que ésta haya sido despachada.

Sin embargo, no puede el juez legitimamente, sustrayendo esa facultad del ejecutado, eliminar el debate entre las partes, y anticipar su juicio a una cuestión no formulada por la única parte que puede plantearla (AAP Valencia de 16 de octubre de 2001, Rec. 376/2001, AAP Burgos de 13 de noviembre de 2001, Rec. 540/2001, AAP Tarragona de 4 de diciembre de 2002, Rec. 559/2002.


Contra este auto cabe recurso de apelación, sin previa reposición, que se tramita y resuelve con carácter preferente. 



Ahora bien, al establecer el art. 524.3 LEC que "las partes dispondrán de los mismos derechos y facultades procesales que en la [ejecución] ordinaria", en principio no se ve impedimento alguno para que el Tribunal admita el intento de reposición, previo al de apelación, contra el auto que deniegue el despacho de la ejecución provisional (cfr.: art. 552.2 LEC).



	
• Despachando ejecución: 
	
— Si concurren los presupuestos y se han cumplido los requisitos procesales. 

	
— Contra este auto no cabe recurso alguno, pero el ejecutado puede formular oposición. 




Despachada la ejecución provisional, se procede por los trámites de la ejecución definitiva (art. 524.2 LEC)







Costas, en general, de la ejecución provisional

En torno a las costas (genéricas) causadas por la ejecución provisional —cuestión distinta son las costas generadas por el incidente surgido en la misma a consecuencia de la oposición de la ejecutada, que exigen un pronuncimiento específico—, cabe distinguir entre la obligación de pagar las costas que origine la ejecución provisional y el momento en que ha de procederse a su tasación.

Sobre la existencia de la obligación han de distinguirse tres situaciones distintas:

1. Que el ejecutado, antes de serle notificado el auto despachando la ejecución provisional o dentro de los veinte días siguientes a que aquella tuviere lugar, consignare o pusiere a disposición del Juzgado la cantidad por la que se hubiere despachado aquella.

Si en la ejecución provisional de las sentencias las partes, no solo la vencedora en la instancia, disponen de los mismos derechos y facultades procesales que en la ejecución ordinaria, cuyas normas son, por tanto, directamente aplicables (arts. 524.2 y 3 LEC), parece una consecuencia lógica y directa, y no fruto de un uso analógico, que el ejecutado disponga también del plazo de espera en el inicio de los actos de ejecución previsto en el art. 548 LEC, salvo llegar al absurdo de hacer de mejor condición al que resulta condenado por una resolución judicial firme que quien solo lo es por una resolución que no goza de firmeza por hallarse pendiente de revisión por un órgano judicial jerárquicamente superior. Si el primero puede eludir la ejecución forzosa, sin gastos ni costas, el mismo derecho debe ser reconocido a quien todavía no puede ser considerado definitivamente condenado y que precisamente considera que la resolución que le es desfavorable debe ser revocada, pues en otro caso resultaría mas gravosa la ejecución provisional que la ejecución ordinaria de una resolución judicial firme. 

Ahora bien, a diferencia de la ejecución ordinaria en que el plazo de espera y con él la posibilidad de cumplimiento judicial voluntario se inicia con la notificación de la resolución de condena, en la ejecución provisional el comienzo del plazo no lo fija la ley sino la voluntad de la parte ganadora en la litis que se exterioriza con el ejercicio del derecho a ejecutar la resolución condenatoria, hasta ese momento el condenado no tiene ninguna obligación de cumplir la resolución judicial que no es firme, porque desconoce la activación del derecho a su ejecución y su correlativa obligación procesal. Por ello, debe permitirse también al condenado la posibilidad de cumplir voluntariamente la resolución judicial en el plazo de veinte días contado desde la notificación del auto despachando la ejecución provisional sin gastos ni costas procesales, que únicamente son las causadas por la solicitud de ejecución, pues, hasta ese momento no podría ni debía efectuar el pago o cumplir la sentencia surgiendo su obligación con la promoción de la ejecución.


Así pues, sin obligación previa no puede haber incumplimiento y sin esta tampoco puede existir sanción —costas por una actuación procesal no provocada—.



2.  Que el ejecutado, después de transcurrir veinte días desde que le fue notificado el despacho de la ejecución, pusiera a disposición del juzgado para su entrega al ejecutante, la cantidad a la que hubiese sido condenado, más los intereses correspondientes y las costas que se hubiere producido hasta ese momento. En este caso, se suspenderá la ejecución provisional y se tasarán las costas tal y como señala el art. 531 LEC, decidiendo sobre el archivo o la continuación de la ejecución. 

3.  Que el ejecutado no consigne ni se oponga (si se opusiese por alguna de las causas que se enumeran en el art. 528 LEC habrá de estarse al pronunciamiento concreto que al respecto contenga el auto resolutorio), en cuyo caso serán a cargo del ejecutado las costas causadas, a tenor de lo dispuesto en el art. 533.1 LEC, pues si este precepto prevé el reintegro al ejecutado de las costas de la ejecución provisional en el supuesto de revocación de la condena al pago de cantidad de dinero, cuando las hubiere satisfecho al ejecutante, es que antes tenía la obligación de pagarlas, y de modo genérico en el art. 539 LEC.

TÉNGASE EN CUENTA: En cuanto a la determinación o concreción del momento en que han de liquidarse o tasarse las costas de la ejecución provisional a que tiene derecho el ejecutante, se estima en la SAP Madrid de 5 de febrero de 2010, Rec. 371/2009, que la tasación de costas no debe practicarse hasta que sea firme la sentencia o resolución que se ejecuta provisionalmente.


El art. 242 LEC establece que cuando hubiere condena en costas, luego que sea firme, se procederá a la exacción de las mismas. La exigencia de la firmeza es predicable también de las costas de una ejecución provisional, que no es firme por el despacho consentido de la ejecución provisional, pues es claro que la sentencia en que se funda la ejecución puede ser revocada y han de retrotraerse las actuaciones de ejecución al estado previo a su despacho, de conformidad con lo previsto en el art. 533 LEC.

Resulta una flagrante contradicción con lo dispuesto en el precitado precepto que las costas del procedimiento principal no puedan tasarse hasta que alcance firmeza la resolución definitiva que contiene la condena a su pago y, sin embargo, sin esperar a aquélla, puedan tasarse y exigirse el pago de las costas generadas por la ejecución de tal resolución no firme y, por ello, provisional. 

TÉNGASE EN CUENTA: En la práctica puede surgir una grave dificultad en el cálculo de los derechos del procurador y los honorarios del letrado que en ella intervienen, por depender, en gran medida, cuando se trata de una condena dineraria, de la definitiva cuantificación o reconocimiento del derecho debatido, aún en trance de decisión.








4. Causas de oposición a la ejecución provisional


 Se distingue entre: 


	
• Oposición a la ejecución en su conjunto (art. 528.2 LEC). 

	
• Oposición a actuaciones ejecutivas concretas (art. 528.3 LEC). 



Oposición a la ejecución en su conjunto

Puede basarse en las siguientes causas: 


	
• Haber despachado ejecución provisional no concurriendo algún requisito procesal o inobservando algún requisito procesal. 

	
• Si la sentencia fuese de condena no dineraria: que resulte imposible o de extrema dificultad, atendida la naturaleza de las actuaciones ejecutivas (la imposibilidad o dificultad ha de ser objetiva): 
	
— Restaurar la situación anterior a la ejecución provisional, o 

	
— Compensar económicamente al ejecutado mediante el resarcimiento de los daños y perjuicios que se le causasen, si la sentencia fuese revocada.  



En definitiva, para que prospere esta causa de oposición debe concurrir tanto la imposibilidad de que se pueda restaurar la situación anterior como que ese daño no sea susceptible de ser compensado económicamente. Ejemplo de ello podría ser, aunque deberá verificarse en cada caso concreto, la solicitud de ejecución provisional de condena a demolición de una obra.



	
• Pago o cumplimiento de lo ordenado en la sentencia, que habrá de justificarse documentalmente, así como en la existencia de pactos o transacciones que se hubieran convenido y documentado en el proceso para evitar la ejecución provisional. Estas causas de oposición se tramitarán conforme a lo dispuesto para la ejecución ordinaria o definitiva. 



Oposición a actuaciones ejecutivas concretas

Si la sentencia fuese de condena dineraria, el ejecutado no puede oponerse a la ejecución provisional en su conjunto, sino que debe hacerlo a actuaciones ejecutivas concretas del procedimiento de apremio: 


	
• Siempre y cuando entienda que esas actuaciones causan una situación absolutamente imposible de restaurar o de compensar económicamente mediante el resarcimiento de daños y perjuicios si la sentencia ejecutada provisionalmente fuere posteriormente revocada (AAP Madrid de 24 de diciembre de 2002, Rec. 319/2002). En todo caso, dados los términos rigurosos y exigentes que determina el precepto ("absolutamente imposible"), ciertamente parecen muy limitadas las posibilidades de ejecución en el ámbito de la ejecución provisional de condenas dinerarias.



	
• Al formular esta oposición debe: 
	
— Indicar otras actuaciones ejecutivas que sean posibles y que no provoquen situaciones similares a las que causaría, a su juicio, la medida a la que se opone. 

	
— Ofrecer caución suficiente para responder de la demora en la ejecución, si el tribunal no aceptase las medidas alternativas y el pronunciamiento de condena dineraria se confirma posteriormente. 







ATENCIÓN: Si el ejecutado no cumple estas obligaciones, no procederá en ningún caso la oposición a la ejecución y así se decretará de inmediato por el Letrado de la Administración de Justicia. Contra dicho decreto cabrá recurso directo de revisión, que no producirá efectos suspensivos.








5. Tramitación de la ejecución provisional


 La oposición a la ejecución sólo puede plantearse una vez despachada ejecución y se sustancia de la siguiente manera (cfr.: arts. 529 y 530 LEC): 

1. El ejecutado presenta escrito de oposición 


	
• Acompañado de los documentos que considere oportunos. 

	
• Plazo: dentro de los 5 días siguientes al de la notificación del auto despachando ejecución o a la notificación que acuerde actuaciones concretas. 



2. Se da traslado del citado escrito y documentos al ejecutante y a quienes estuviesen personados en la ejecución provisional

Estos pueden presentar escrito manifestando y acreditando lo que consideren conveniente, en el plazo de 5 días. 

Si se trata de sentencia de condena no dineraria y la causa de oposición alegada por el ejecutado fue que resultaría imposible o de extrema dificultad restaurar la situación anterior a la ejecución o compensar económicamente al ejecutado, el ejecutante, junto con la contestación a la oposición puede ofrecer caución suficiente que garantice que, en caso de revocarse la sentencia, se restaurará la situación anterior o, de resultar imposible, se resarcirán los daños y perjuicios causados. 

La caución puede constituirse: 


	
• En dinero efectivo. 

	
• Mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca. 

	
• Por cualquier otro medio que, a juicio del tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la cantidad de que se trate.  



El Tribunal Supremo, especialmente desde la sentencia de 27 de octubre de 1992, Rec. 925/1990, seguida por las sentencias de 12 de julio de 2001, Rec. 1631/1996, 29 de abril de 2002, Rec. 3490/1996, 5 de julio de 2002, Rec. 294/1997 y 12 de noviembre de 2003, Rec. 30/1998, viene manteniendo las siguientes ideas sobre el fundamento, naturaleza, y requisitos del denominado aval «a primer requerimiento», también denominado aval «a primera solicitud» o garantía «a primera demanda» o simplemente demandada o garantía independiente: 


	
1ª. Entre las nuevas modalidades de garantías personales nacidas para satisfacer las necesidades del tráfico mercantil —ante la insuficiencia de la regulación de la fianza— se encuentra la garantías llamadas «a primera solicitud», «a primer requerimiento» o «a primera demanda», contrato atípico producto de la autonomía de la voluntad sancionada en el art. 1255 CCiv.

	
2ª. En este tipo de contrato el garante viene obligado a realizar el pago al beneficiario cuando éste lo reclame, ya que la obligación de pago asumida se constituye como una obligación distinta, autónoma e independiente, con respecto a las que nacen del contrato cuyo cumplimiento se garantiza, que es la relación subyacente.

	
3ª. Por tanto, el garante no puede oponer al beneficiario que reclama el pago otras excepciones que las que se deriven de la propia relación de garantía, siendo suficiente la reclamación del beneficiario frente al garante para entender que el obligado principal no ha cumplido.

	
4ª. La imposibilidad del garante de oponer excepciones derivadas del contrato subyacente determina que su obligación se reduzca al pago de una suma de dinero que, al haber sido determinada expresamente en el contrato y resultar pagadera a su mera reclamación, ha de ser considerada líquida con las consecuencias pertinentes en cuanto a la producción del interés.

	
5ª. No obstante lo cual, en virtud del principio de la buena fe contractual, permite al garante, en caso de contienda judicial, probar que el deudor ha cumplido su obligación, produciéndose la inversión de la carga de la prueba, ya que no puede exigirse al beneficiario que acredite el incumplimiento del obligado principal de pago del garante.

	
6ª. Todo ello sin perjuicio de las acciones que puedan surgir como consecuencia del pago de la garantía: la de regreso del garante frente al ordenante y la causal entre los interesados en la relación subyacente.



En todo caso, el aval tiene que haber sido emitido de forma regular, lo que supone la concurrencia de los siguientes presupuestos:


	
•  Que se haya emitido por persona suficientemente apoderada de la entidad de crédito o sociedad de garantía, con indicación de tal apoderamiento.

	
•  Que esté debidamente firmado y sellado, con inclusión del número de aval y de su registro.

	
• Que sea indefinido, lo que supone su vigencia, bien hasta que se realice, o bien, si no es precisa su realización, hasta que se ordene su cancelación por parte del beneficiario.



[En definitiva, se trata de que el beneficiario de la caución, que deberá reunir los requisitos de idoneidad y suficiencia (cfr.: art. 737 LEC), analizables por el Tribunal antes de decretar su validez, obtenga la efectiva disposición del dinero, sin ningún tipo de actuación procesal, más allá de la mera petición del dinero o de la realización directa de la garantía constituida. De ahí que la forma de su prestación deba estar ordenada (cfr.: art. 728.3 LEC) por criterios de rapidez, inmediatez y eficacia. El criterio de la inmediata disponibilidad de la garantía y de la exigencia de que la garantía fuera de tal naturaleza que no precisara de actuación previa alguna para su inmediata ejecución, ya se había significado en la doctrina constitucional (SSTC 84/1992 ó 226/1999).]




3. Sin más trámite el tribunal dicta auto, contra el que no cabe recurso: 


	
• Desestimando la oposición. 

	
• Estimando la oposición, con distintas consecuencias según la causa de oposición: 
	
— Si la causa fue haber despachado ejecución provisional no concurriendo algún requisito procesal o inobservando algún requisito procesal: 
	
- En el auto se declara no haber lugar a que prosiga dicha ejecución. 

	
- Se alzan los embargos y trabas y las medidas de garantía que pudieran haberse tomado. 





	
— Si la oposición se formuló en caso de ejecución provisional de condena no dineraria, y el tribunal estima que, de revocarse la condena, sería imposible o extremadamente difícil restaurar la situación anterior a la ejecución o garantizar el resarcimiento mediante caución que el solicitante se mostrase dispuesto a prestar: 
	
- El auto deja en suspenso la ejecución. 

	
- Subsisten los embargos y las medidas de garantía adoptadas y se adoptarán además las que procedan de acuerdo al art. 700 LEC (vid. AAP Barcelona de 9 de mayo de 2005, Rec. 705/2004). 





	
  El tribunal puede estimar esta causa de oposición pero también la caución ofrecida por el solicitante, con lo que la ejecución sigue adelante. 

	
— Si la oposición se formuló en caso de ejecución provisional de condena dineraria, respecto de actividades ejecutivas concretas, el tribunal puede estimarla: 
	
- Por considerar posibles y de eficacia similar las actuaciones o medidas alternativas indicadas por el ejecutado: se deniega la realización de la concreta actividad ejecutiva y se adoptan en su lugar las medidas alternativas propuestas y el procedimiento de apremio continúa adelante. 

	
- Por apreciar que concurre en el caso una absoluta imposibilidad de restaurar la situación anterior a la ejecución o de compensar económicamente al ejecutado mediante posterior resarcimiento de daños y perjuicios, en caso de ser revocada la condena: se deniega la realización de la concreta actividad ejecutiva y se acuerda que se preste la caución ofrecida, si la estima suficiente y el procedimiento de apremio continúa adelante. 











4. Costas

Aunque el art. 530 LEC, que regula la "decisión sobre la oposición a la ejecución provisional y a medidas ejecutivas concretas", no contiene previsión alguna acerca de que deba incluirse en el mismo un pronunciamiento sobre las costas, ni se trata de una voluntad del legislador de que el auto resolviendo sobre la oposición a la ejecución provisional no contenga pronunciamiento sobre costas ni nos encontramos ante un olvido por parte del mismo, sino que ha de entenderse como una remisión a las normas generales (AAP Barcelona de 21 de noviembre de 2007, Rec. 745/2006).

También el Tribunal Constitucional ha llegado a pronunciarse acerca de la procedencia de imponer costas en la ejecución provisional, utilizando para ello idénticos parámetros a los que rigen en este aspecto la ejecución definitiva y siempre con la debida motivación (STC 120/2007). Afirma el Alto Tribunal que no existiendo norma específica sobre la condena en costas en el trámite de oposición a la ejecución provisional, la decisión sobre las costas ha de regirse por las reglas generales que en materia de costas procesales establece el art. 394 LEC, siendo también este criterio el que parece presidir el régimen de imposición de costas en la oposición a la ejecución definitiva.







6. Suspensión de la ejecución provisional 


 Procede en sentencias de condena al pago de cantidades de dinero líquidas, cuando el ejecutado pone a disposición del juzgado, que lo entregará al ejecutante, la cantidad a la que se le condenó, más intereses y costas (vid. SAP Asturias de 13 de febrero de 2009, Rec. 185/2008). 

Se trata de un pago provisional, pendiente de la revocación o confirmación de la sentencia recurrida. La suspensión se acuerda por el Letrado de la Administración de Justicia mediante decreto, y liquidados aquéllos y tasadas éstas, se decidirá por el Letrado de la Administración de Justicia responsable de la ejecución provisional sobre la continuación o el archivo de la ejecución.

 El decreto dictado al efecto será susceptible de recurso directo de revisión ante el Tribunal que hubiera autorizado la ejecución (art. 531 LEC). 







7. Confirmación y revocación de la sentencia ejecutada provisionalmente 


 Confirmación

Si se dicta sentencia que confirme la ejecutada provisionalmente (cfr.: arts. 532 y 536 LEC) y no es firme, la ejecución continúa si aún no hubiera terminado, salvo desistimiento expreso del ejecutante.  

Por el contrario, si es firme, porque contra ella no cabe recurso o no ha sido recurrida, sigue adelante la ejecución, pero como definitiva, salvo desistimiento del ejecutante. 

Revocación

Los efectos son distintos según las sentencia ejecutadas hubiesen sido de condena dineraria o no dineraria (cfr.: arts. 533, 534 y 537 LEC). 

Condenas dinerarias 


	
• Revocación Total. El Letrado de la Administración de Justicia sobresee la ejecución provisional y el ejecutante debe: 
	
— Devolver la cantidad que percibió, en su caso. 

	
— Reintegrar al ejecutado las costas de la ejecución provisional que éste satisfizo. 

	
— Resarcir al ejecutado de los daños y perjuicios que dicha ejecución le ocasionó. 





	
• Revocación Parcial. El ejecutante debe: 
	
— Devolver la diferencia entre la cantidad percibida por él y la que resulte de la confirmación parcial. 

	
— Pagar el interés legal del dinero por la cantidad que debe devolver.  







Sobre la cuestión relativa a la devolución de las costas en caso de revocación parcial de la sentencia provisionalmente ejecutada, opinan QUECEDO ARACIL y PÉREZ DE LA CRUZ OÑA que la falta de mención legal explícita del art. 533.2 LEC a la reintegración de las costas al ejecutado, a diferencia de lo que dispone el art. 533.1 de la misma Ley en caso de revocación total, implica que cada parte deberá pagar las suyas. 

Para otro sector doctrinal, sin embargo (GEMMA GARCÍA-ROSTÁN CALVÍN, MUERZA ESPARZA, DÍEZ-PICAZO JIMÉNEZ), en los supuestos de revocación parcial, para los que la LEC nada tiene previsto, quedará a la discreción del tribunal determinar, atendiendo al grado de revocación, en que medida ha de resultar responsable cada uno de los litigantes al pago de las costas. 

TÉNGASE EN CUENTA: Aunque el art. 533.1 LEC dispone, expresamente, el reintegro el ejecutado de las costas de la ejecución provisional que éste hubiese satisfecho, en el caso de que la sentencia se revocara totalmente, nada impide que ante la omisión del apartado segundo se adopte igual respuesta en el supuesto de revocación parcial (SAP Burgos de 31 de julio de 2006, Rec. 278/2006).


Si la sentencia revocatoria no es firme, para percibir las cantidades anteriormente indicadas el ejecutado puede acudir al procedimiento de apremio: 


	
• Ante el tribunal que sustanció la ejecución provisional. 

	
• La liquidación de los daños y perjuicios se hará según lo dispuesto en los arts. 712 y ss. LEC. 

	
• El obligado a devolver puede oponerse a actuaciones concretas de apremio. 



Condenas no dinerarias

Debe distinguirse entre revocación de sentencias ejecutadas provisionalmente que contengan una condena a: 


	
• Dar un bien determinado: 
	
— Se restituye el bien al ejecutado, en el concepto en que lo hubiese tenido, más las rentas, frutos o productos, o el valor pecuniario de la utilización del bien. 

	
-— Si esta restitución fuese imposible, de hecho o de derecho, el ejecutado puede pedir que se le indemnicen los daños y perjuicios, que se hará por el procedimiento establecido al efecto en los arts. 712 y ss. LEC: 





	
• Hacer: si el ejecutado hubiera hecho, puede pedir que se deshaga lo realizado y que se le indemnicen los daños y perjuicios causados.  




ATENCIÓN: Si la sentencia revocatoria no es firme, para llevar a cabo todo lo expuesto, procede la vía de ejecución ante el tribunal competente para la provisional. 

El ejecutante provisional, que ahora es el ejecutado, puede oponerse, dentro de la ejecución, a actuaciones concretas de apremio. 










Capítulo III Disposiciones comunes a la ejecución dineraria y no dineraria






1. Partes y legitimación en los procesos de ejecución


 En los procesos de ejecución, las partes son las siguientes (art. 538.1 LEC): 


	
• Ejecutante o acreedor: persona que pide y obtiene el despacho de la ejecución. 

	
• Ejecutado o deudor: persona frente a la que se despacha ésta. 



Legitimación activa

La tiene quien aparece como acreedor en el título ejecutivo (art. 538.2 LEC).

Supuestos especiales: 

1. Legitimación de consumidores y usuarios para la ejecución derivada de sentencia de condena sin determinación individual de los beneficiarios, sino sólo de las características y requisitos para poder exigir el pago y, en su caso, instar la ejecución. 

El Tribunal competente para la ejecución dicta auto: 


	
• A solicitud de uno o varios interesados. 

	
• Con audiencia del condenado. 

	
• En el que resuelve si reconoce a los solicitantes como beneficiarios de la condena. 




Con el testimonio de este auto, los sujetos reconocidos pueden instar la ejecución. 



El Ministerio Fiscal podrá instar la ejecución de la sentencia en beneficio de los consumidores y usuarios afectados (arts. 221 y 519 LEC).

2. En casos de sucesión (inter vivos o mortis causa) la ejecución puede despacharse a favor de quien acredite ser sucesor del que figure como ejecutante en el título ejecutivo (art. 540 LEC). 

La sucesión se acredita mediante la presentación al tribunal de los documentos fehacientes en que conste la misma: 


	
• Si el tribunal los considera suficientes: despacha ejecución a favor o frente a quien resulte ser sucesor en razón de los citados documentos. 

	
• Si el ejecutante no presenta los documentos fehacientes o el tribunal no los considera suficientes: manda que el Letrado de la Administración de Justicia dé traslado de la petición a quien conste como ejecutado y a quien se pretenda que es el sucesor y, oídos todos en comparecencia señalada por el Letrado de la Administración de Justicia, el tribunal decide lo que proceda sobre la sucesión a los solos efectos de despachar la ejecución. 




Si el cambio de legitimación por sucesión procesal se produce estando ya pendiente la ejecución, se aplica la regulación general de la sucesión procesal (cfr.: arts. 16 y 17 LEC). 



Legitimación pasiva

Sólo puede despacharse ejecución frente a quien (art. 538.2 LEC): 


	
• Aparezca como deudor en el título ejecutivo. 

	
• No figurando como deudor en el título ejecutivo: 
	
— Responda personalmente de la deuda por: 
	
- Disposición legal. 

	
- Afianzamiento acreditado mediante documento público. 





	
— Resulte ser propietario de los bienes especialmente afectos al pago de la deuda por la que se procede, siempre que tal afección derive de la ley o se acredite mediante documento fehaciente. La ejecución se concretará, respecto de estas personas, a esos bienes. 








Si el ejecutante induce al tribunal a dirigir la ejecución frente a personas o bienes que no figuran en el título o no autoriza la ley, será responsable de los daños y perjuicios que ello cause (art. 538.4 LEC). 



Supuestos especiales: 

1. En casos de sucesión (inter vivos o mortis causa) la ejecución puede despacharse frente a quien se acredite que es sucesor de quien aparezca como ejecutado en el título ejecutivo (art. 540 LEC). 

La sucesión se acredita mediante la presentación al tribunal de los documentos fehacientes en que conste la misma. 


	
• Si el tribunal los considera suficientes: despacha ejecución a favor o frente a quien resulte ser sucesor en razón de los citados documentos. 

	
• Si el ejecutante no presenta los documentos fehacientes o el tribunal no los considera suficientes: manda que se dé traslado de la petición a quien conste como ejecutado y a quien se pretenda que es el sucesor y, oídos todos en comparecencia señalada por el Letrado de la Administración de Justicia, el tribunal decide lo que proceda sobre la sucesión a los solos efectos de despachar la ejecución. 

	
• Si el cambio de legitimación por sucesión procesal se produce estando ya pendiente la ejecución, se aplica la regulación general de la sucesión procesal (arts. 16 y 17 LEC). 





2. Ejecución sobre bienes de terceros: el tribunal puede extender la ejecución sobre bienes de quien no es ejecutado por considerar que aquellos están afectos al cumplimiento de la obligación; en este supuesto el tercero titular de los bienes puede utilizar los medios de defensa que posee el ejecutado (art. 538.3 LEC). 

3. Ejecución de bienes gananciales (art. 541 LEC): no puede despacharse ejecución frente a la comunidad de gananciales. Se distinguen los siguientes supuestos: 


	
• Si la ejecución se sigue por deudas de uno de los cónyuges, pero de las que debe responder la sociedad de gananciales: la demanda ejecutiva puede dirigirse únicamente contra el cónyuge deudor, pero el embargo de bienes gananciales debe notificarse al otro cónyuge, dándole traslado de la demanda ejecutiva y del auto que despache la ejecución para que pueda oponerse a la ejecución dentro del plazo ordinario. La oposición a la ejecución puede fundarse en: 


	
— Las mismas causas que correspondan al ejecutado. 

	
— Que los bienes gananciales no deben responder de la deuda por la que se haya despachado ejecución. En este caso es el acreedor quien debe probar la responsabilidad de los bienes gananciales. Si no se acredita, el cónyuge del ejecutado puede pedir la disolución de la sociedad conyugal. En este caso el tribunal, oídos los cónyuges resuelve lo que proceda sobre la división patrimonial y acuerda, en su caso, que se lleve a cabo conforme a lo establecido por la LEC, suspendiéndose entre tanto la ejecución en lo relativo a los bienes comunes. 





	
• Si la ejecución se sigue por deudas propias de uno de los cónyuges y se persiguen bienes comunes a falta o insuficiencia de los privativos: el embargo debe notificarse al cónyuge no deudor. Si éste pide la disolución de la sociedad conyugal, el tribunal, oídos los cónyuges: 
	
— Resuelve lo que proceda sobre la división patrimonial. 

	
— Acuerda, en su caso, que se lleve a cabo conforme a lo establecido por la LEC, suspendiéndose entre tanto la ejecución en lo relativo a los bienes comunes. 








En estos dos supuestos el cónyuge del ejecutado puede interponer los recursos y usar los medios de impugnación de que dispone el ejecutado para la defensa de los intereses de la comunidad de gananciales. 



4. Asociaciones o entidades temporales (art. 543 LEC). Cuando en el título ejecutivo aparezcan como deudores uniones o agrupaciones de diferentes empresas o entidades, puede ocurrir que: 


	
• Por acuerdo de sus integrantes o por disposición legal, la responsabilidad de los mismo sea solidaria: la ejecución se despacha directamente contra ellos. 

	
• Por disposición legal expresa la responsabilidad de sus integrantes sea subsidiaria: para el despacho de la ejecución frente a ellos es necesario acreditar la insolvencia de la asociación o entidad temporal. 



5. Entidades sin personalidad jurídica (art. 544 LEC): en caso de títulos ejecutivos frente a entidades sin personalidad que actúen en el tráfico como sujetos diferenciados, puede despacharse ejecución frente a los socios, miembros o gestores que hayan actuado en el tráfico jurídico en nombre de la entidad, si se acredita cumplidamente, a juicio del tribunal, la condición de tal y la actuación ante terceros en nombre de la entidad. 

Esto no se aplica a las comunidades de propietarios de inmuebles en régimen de propiedad horizontal. 

Acumulación de ejecuciones

Se distinguen los siguientes supuestos (art. 555 LEC): 


	
• Existencia de varios procesos de ejecución pendientes entre el mismo ejecutante y el mismo ejecutado: a instancia de cualquiera de las partes, o de oficio, se acordará por el Letrado de la Administración de Justicia. 

	
• Existencia de varios procesos de ejecución contra un mismo ejecutado y con varios ejecutantes: cualquiera de los ejecutantes puede pedir la acumulación y el Letrado de la Administración de Justicia competente en el proceso más antiguo la acuerda si lo considera conveniente para la satisfacción de todos los ejecutantes. 

	
• Ejecución dirigida exclusivamente sobre bienes especialmente hipotecados: sólo puede acordarse la acumulación a otras ejecuciones que se sigan para hacer efectivas otras garantías hipotecarias sobre los mismos bienes. 



La acumulación se sustancia conforme a lo previsto en los arts. 74 y ss. LEC.

Pluralidad de partes

Es el caso de las obligaciones solidarias: si en un título ejecutivo aparecen varios deudores solidarios, puede pedirse que se despache ejecución contra uno o algunos de ellos o frente a todos por el importe total de la deuda, intereses y costas:


	
• Si el título ejecutivo es judicial o laudo arbitral: la ejecución sólo puede dirigirse contra los deudores solidarios que hubiesen sido parte en el proceso correspondiente o en el arbitraje. 

	
• Si el título ejecutivo es extrajudicial: la ejecución sólo puede dirigirse contra los deudores que figuren en el título o en otro documento que acredite la solidaridad y que sea también ejecutivo (cfr.: art. 542 LEC). 



Representación y defensa

Es preceptiva la intervención de abogado y procurador salvo que se trate de ejecución (art. 539 LEC): 


	
• De sentencias dictadas en procesos declarativos en los que no se exige esa intervención. 

	
• Derivada de procesos monitorios en los que no haya oposición, siempre que se despache ejecución por cantidad no superior a 2.000 euros. 

	
• Derivada de un acuerdo de mediación o un laudo arbitral, siempre que se despache ejecución por cantidad no superior a 2.000 euros.










2. Competencia en los procesos de ejecución


 Supuestos

Se distingue entre ejecución de: 


	
• Resoluciones judiciales y resoluciones dictadas por Letrados de la Administración de Justicia a las que la LEC reconozca carácter de título ejecutivo: es competente para dictar el auto que contenga la orden general de ejecución y despacho de la misma el Tribunal que conoció del asunto en primera instancia, aunque la resolución que se ejecute se haya dictado por un órgano superior que conoció del recurso. 

	
• Transacciones y acuerdos judiciales homologados o aprobados: es competente para dictar el auto que contenga la orden general de ejecución y despacho de la misma el Tribunal que homologó o aprobó la transacción o acuerdo. 

	
• Laudos arbitrales o acuerdos de mediación: competente para denegar o autorizar la ejecución y el correspondiente despacho el Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se haya dictado dicho laudo o se haya firmado el acuerdo de mediación. 

	
• Otros títulos: el ejecutante puede optar entre el Juzgado de Primera Instancia de: 
	
— El domicilio o residencia del ejecutado. Si hay varios ejecutados, puede elegir el domicilio o residencia de cualquiera de ellos (arts. 50 y 51 LEC). 

	
— El lugar de cumplimiento de la obligación según el título. 

	
— Cualquier lugar donde se encuentren bienes del ejecutado que puedan embargarse, sin que sea posible en ningún caso la sumisión expresa o tácita. 







La competencia para la ejecución del auto de cuantía máxima, según Acuerdo adoptado por los Magistrados de la Sala Primera del Tribunal Supremo en Junta General celebrada el día 11 de marzo de 2004 (LA LEY 62072/2004), corresponde al Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se causaron los daños, en atención a lo establecido en el art. 52.1.9.º LEC, por constituir dicho Auto de Cuantía máxima un título judicial, recogido en el art. 517.2.8.º LEC, lo que excluye la aplicación del art. 545.3 LEC, y su remisión a los arts. 50 y 51 LEC.

Examen de oficio de la competencia territorial

El Tribunal lo efectúa antes de despachar ejecución, ya que después no puede, y si entiende que no es territorialmente competente, conforme al título ejecutivo y demás documentos que se acompañan a la demanda, dicta auto: 


	
• Absteniéndose de despachar ejecución. 

	
• Indicando al demandante el tribunal ante el que se debe presentar la demanda. 

	
• Contra él cabe interponer directamente recurso de apelación: 
	
— Se sustancia sólo con el acreedor. 

	
— No obstante el ejecutante puede optar por intentar recurso de reposición previo al de apelación. 







Declinatoria




	
• El ejecutado puede plantearla para impugnar la competencia del tribunal. 

	
• Plazo: dentro de los 5 días siguientes a aquel en que reciba la primera notificación del proceso de ejecución. 

	
• Tramitación y decisión: conforme a lo establecido en el art. 65 LEC.



Distribución competencial entre el Letrado de la Administración de Justicia y el Tribunal

Desde la entrada en vigor de las previsiones de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, se atribuyen legalmente a los Letrados de la Administración de Justicia la competencia procesal para la mayoría de actuaciones del proceso de ejecución. 

El art. 456.6.a) LOPJ claramente contempla la competencia de los Letrados de la Administración de Justicia en materia de ejecución salvo aquellas competencias que exceptúen las leyes procesales por estar reservadas a Jueces y Magistrados. Como consecuencia de la citada atribución competencial ha sido precisa una profunda modificación del Libro III LEC para tratar de delimitar las competencias reservadas a los Tribunales de las que pueden asumir los Letrados de la Administración de Justicia cuando así lo prevean las leyes procesales . 

En la configuración legal del proceso de ejecución corresponde al Tribunal, en su mandato constitucional de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado , el dictado de la orden general de ejecución, y una vez que el Tribunal ha dictado la pertinente resolución ordenando la ejecución, toda la actividad de ejecución es realizada por el Letrado de la Administración de Justicia, regresando la ejecución al Tribunal, sólo cuando se suscite algún incidente que requiera decisión sobre derechos. La fórmula utilizada en la reforma es la de Letrado de la Administración de Justicia responsable de la ejecución  o encargado de la ejecución . 

En definitiva, la función del Tribunal se ciñe a dictar el auto que contiene la orden general de ejecución y despacho de la misma, y a decidir sobre el eventual incidente de oposición a la ejecución y sobre las tercerías. Las demás cuestiones las tramita y decide el Letrado de la Administración de Justicia, que ejecuta lo ordenado por el Tribunal en la sentencia y fija el sistema de ejecución, limitándose la función del Tribunal a controlar su legalidad por la vía del recurso. 


Corresponderá al Letrado de la Administración de Justicia la concreción de los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse el despacho de la ejecución, la adopción de todas las medidas necesarias para la efectividad del despacho, ordenando los medios de averiguación patrimonial que fueran necesarios, así como las medidas ejecutivas concretas que procedan (art. 545.4 LEC). 



Consecuentemente con la asunción legal de competencias por la figura del Letrado de la Administración de Justicia se unifica la terminología utilizándose la expresión resoluciones procesales , para englobar tanto las resoluciones judiciales —providencias, autos y sentencias— como las del Letrado de la Administración de Justicia que con la nueva redacción son: diligencias de ordenación, cuando la resolución tenga por objeto dar a los autos el curso que la ley establezca; decretos, cuando con la resolución se admita la demanda o se ponga término al procedimiento del que el Letrado de la Administración de Justicia tuviera atribuida competencia exclusiva, o cuando fuera preciso o conveniente razonar lo resuelto; y diligencias de constancia, comunicación o ejecución a los efectos de reflejar en autos hechos o actos con trascendencia procesal. 
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		Cosa genérica que puede ser adquirida en los mercados (art. 702 LEC)
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		2. Ejecución Dineraria		2.1. Demandas ejecutivas		F8. Demanda ejecutiva fundada en sentencia de condena firme
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		F55. Escrito que solicita la acumulación de ejecuciones ante distintos juzgados por ser común el deudor ejecutado (sentencias de condena)
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